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    Conflictos, delitos y alternativa de solución


    Desde las primeras etapas de la vida como seres humanos, estamos inmersos en un entorno marcado por la diversidad y la pluralidad. Definidos como seres sociales, formamos parte de múltiples círculos relacionales —familia, escuela, comunidad, etc.— donde interactuamos con personas que no son iguales a nosotros ni comparten necesariamente nuestras formas de pensar, sentir o actuar. Esta convivencia con la diferencia genera, de manera natural, fricciones que pueden derivar en conflictos. Las causas son múltiples: malentendidos, intereses contrapuestos, desigualdades, expectativas no cumplidas, entre otras.


    ¿Quién no ha atravesado alguna vez un conflicto? ¿Quién no se ha encontrado en medio de una disputa, ya sea como protagonista o como testigo? Todos hemos vivido tensiones con familiares, amistades, vecinos, compañeros de trabajo o incluso con personas desconocidas. Estas experiencias no son excepcionales ni patológicas: los conflictos son inherentes a la condición humana y a la vida en sociedad.


    Cuando un conflicto no encuentra canales adecuados de gestión o resolución, puede escalar en intensidad y adoptar formas que transgreden normas sociales o jurídicas. Es en este punto donde el conflicto puede devenir en delito. Esta conversión no responde a una lógica natural, sino a una construcción normativa y política: el Estado selecciona, tipifica y sanciona determinadas formas de conflicto, transformándolas en conductas punibles. Así, el delito no es una categoría ontológica, sino una forma codificada de conflicto que ha sido juridificada y sometida al aparato penal.


    Reconocer que el delito es, en esencia, una forma de conflicto institucionalizado, permite abrir el debate sobre las respuestas jurídicas disponibles. En lugar de privilegiar exclusivamente la sanción penal, se torna pertinente explorar otros mecanismos que potencien la restauración, transformación, que restituyan el protagonismo de las partes y promuevan una justicia más ética, participativa y contextualizada.


    Abordar el conflicto desde el diálogo y la corresponsabilidad, permite que las personas se responsabilicen de sus actos, comprendan el impacto de sus acciones y se comprometan con la reparación. Es esa la razón por la cual se ha entendido como una necesidad encontrar una vía que promueva valores como el respeto, la empatía y la escucha activa, generando entornos más humanos y menos violentos que los que ofrece el sistema penal tradicional.


    Analizar el fenómeno desde esa perspectiva permite desplazar el foco, movernos del castigo hacia la reparación de vínculos, reconociendo que detrás de cada acto delictivo hay personas, relaciones y heridas que requieren atención cuidadosa. El conflicto en sí, entonces, se transforma en una oportunidad. Puede abrir espacios para revisar estructuras injustas, fomentar la participación ciudadana y construir nuevas formas de convivencia.1 Christie aporta una visión crítica al advertir que el sistema penal tiende a apropiarse de los conflictos, desplazando a los sujetos involucrados y reduciendo la disputa a un procedimiento técnico. Esta expropiación limita las posibilidades de resolución dialógica, reparación y transformación, y refuerza una lógica punitiva que muchas veces reproduce las condiciones estructurales que dieron origen al conflicto. Señala entonces que la justicia restaurativa es una alternativa que les permite recuperar ese “derecho” a gestionar sus propios conflictos, en lugar de ser expropiados por el sistema penal.2


    En este sentido, la justicia restaurativa propone una respuesta que no se limita a sancionar, sino que busca restaurar el daño, reconstruir la confianza y fortalecer el tejido social. El enfoque restaurativo encuentra en las teorías del conflicto un sustento epistemológico fundamental para comprender el delito no como un hecho aislado, sino como la expresión de relaciones sociales fracturadas. Desde este punto de vista, el conflicto se concibe como una dinámica inherente a la vida en sociedad, inevitable en contextos de diversidad, pero no necesariamente negativa. Su carácter constructivo o destructivo depende del marco institucional, cultural y ético que lo contenga.


    La justicia restaurativa ofrece una mirada ética y profunda del conflicto, reconociendo su potencial transformador. Al centrarse en las personas y sus relaciones, y no únicamente en la norma violada, este enfoque permite atender las causas y consecuencias del delito con sensibilidad, diálogo y compromiso colectivo. Para los operadores jurídicos, entendidos concretamente en esta obra como jueces, fiscales y abogados, esta perspectiva representa una herramienta poderosa para humanizar el sistema, democratizar la resolución de conflictos y contribuir a una cultura jurídica más inclusiva y reparadora.

     

     


  
    ¿Qué es la justicia restaurativa?


    La justicia restaurativa no es un concepto unívoco ni cerrado; se trata de un concepto valorativo, no solo descriptivo. Implica juicios éticos sobre lo que es justo, y exige que los procesos estén guiados por valores como el respeto, la inclusión y la no violencia. Se trata de una noción esencialmente disputada, interpretada de múltiples formas según el contexto, los valores y los objetivos de quienes la promueven. Esta diversidad no representa una debilidad teórica, sino una riqueza epistemológica que permite su adaptación a distintos ámbitos: penal, comunitario, escolar, laboral, penitenciario, entre otros.3


    En el contexto jurídico cubano, la noción de justicia restaurativa aún no ha sido incorporada de manera formal ni sistemática. Para muchos el término puede parecer novedoso, incluso ajeno. Sin embargo, en regiones europeas y también del continente americano, esta perspectiva ha ganado terreno como una postura viable y transformadora frente a los modelos tradicionales de justicia penal.


    Diversos autores han contribuido a delinear un concepto de justicia restaurativa —si bien se considera que como concepto aún está en construcción— y han reflejado en ellos sus dimensiones ética, procesal y transformadora. En tal sentido, Quinney la concibe como un camino hacia la paz, que requiere la transformación del ser humano y el fin del sufrimiento como base para eliminar el crimen.4 Ross, por su parte, la vincula con enseñanzas ancestrales que promueven la sanación comunitaria, el respeto mutuo y la resolución colectiva de conflictos.5


    Bazemore y Walgrave la entienden como un paradigma guiado por principios como la equidad, la satisfacción de las partes y la protección legal frente a acciones estatales injustificadas, orientado a reparar el daño causado por el delito.6 Por su parte, O’Connell, Wachtel y Wachtel destacan el carácter procesal de la justicia restaurativa como un encuentro entre víctima, ofensor7 y comunidad, donde los directamente afectados se reúnen en un entorno seguro para dialogar y decidir cómo abordar el daño.8 Zehr propone que la justicia restaurativa es un proceso que busca involucrar, dentro de lo posible, a todos los que tengan un interés en una ofensa particular, para identificar y atender colectivamente los daños, necesidades y obligaciones derivados de dicha ofensa, con el propósito de sanar y enmendar esos daños de la mejor manera posible.9


    Robinson, por su parte, enfatiza que la justicia restaurativa permite a las víctimas recibir restitución, participar en decisiones, reducir el miedo y comprender las circunstancias del ofensor.10 En tanto, Van Ness y Strong la definen como un sistema basado en tres principios: sanar a víctimas, ofensores y comunidades afectadas por el delito; involucrar activamente a todas las partes en el proceso de justicia; y redefinir los roles del Estado y la comunidad en la promoción de la justicia.11


    Al analizar estas definiciones, se observa que todas comparten una preocupación central: el daño causado por el delito y la necesidad de repararlo de manera ética, participativa y transformadora. Algunas enfatizan en el proceso (encuentro, diálogo, mediación), mientras otras se centran en el resultado (reparación, sanación, reintegración), y un tercer grupo remarcan el paradigma ético y político que subyace (transformación del ser y justicia comunitaria).


    En conjunto, revelan que la justicia restaurativa no es solo una técnica, sino una filosofía que propone una forma distinta de entender el conflicto, el daño y la justicia. Se trata de un enfoque ético, participativo y transformador que busca reparar el daño causado por un conflicto o delito cometido; mediante el diálogo entre las personas directamente involucradas —víctima, infractor y comunidad—, promoviendo la sanación, la reconstrucción de vínculos y la transformación de las condiciones sociales.


    Desde una perspectiva académica y para su mejor estudio, la justicia restaurativa se analiza desde tres concepciones fundamentales, propuestas por autores clave en el campo como Johnstone y Van Ness.12 La primera es la concepción del encuentro, que entiende la justicia restaurativa como un proceso dialógico en el que las partes —víctima, infractor y comunidad— se reúnen para dialogar sobre lo ocurrido y decidir conjuntamente cómo reparar el daño causado. El énfasis de esta concepción recae en la participación activa, el reconocimiento mutuo y la construcción de acuerdos en un entorno seguro y facilitado. Sin embargo, se advierte que no todo encuentro produce resultados restaurativos. Si el proceso no está guiado por valores como el respeto, la equidad y la no violencia, puede derivar en dinámicas punitivas o re-victimizantes.


    La segunda es la concepción reparadora, que define la justicia restaurativa como un estado justo, alcanzado cuando el daño causado por un conflicto o delito es reparado, independientemente de si hubo o no encuentro entre las partes. Lo central no es el proceso, sino el resultado: la reparación del daño, la restauración de relaciones y la reintegración de las personas involucradas. Esta concepción permite incluir medidas restaurativas en contextos donde el diálogo no es posible, como la restitución ordenada por un juez o la reparación simbólica en casos de violencia estructural. No obstante, existe el riesgo de que esta visión sea cooptada por el sistema penal, reduciendo la justicia restaurativa a una técnica de gestión del delito sin transformación profunda.


    La tercera es la concepción transformadora, proponiendo una perspectiva más radical y holística. En esta, la justicia restaurativa no se limita a una respuesta alternativa al delito, sino que se concibe como una forma de vida que implica transformar nuestras relaciones, estructuras sociales y modos de ser. Se inspira en tradiciones indígenas, éticas del cuidado, espiritualidades diversas y movimientos por la justicia social. Esta concepción promueve una ontología relacional que reconoce la interdependencia entre personas, comunidades y entorno, y propone una transformación interna del sujeto —del “yo basado en el poder” al “yo pacífico”—. Aunque puede parecer utópica o difícil de operacionalizar, resulta especialmente relevante en contextos latinoamericanos donde la justicia restaurativa se vincula con procesos de paz, educación popular y reconstrucción del tejido social.


    Estas tres concepciones no deben entenderse como excluyentes, sino como dimensiones complementarias que enriquecen el campo restaurativo. Su articulación permite construir prácticas sensibles al contexto, éticamente orientadas y personológicamente transformadoras.

     

     


  
    Historia de la justicia restaurativa


    La justicia restaurativa “nace” en las prácticas cotidianas de comunidades que, desde tiempos ancestrales, han procurado sanar el daño en lugar de castigar. Culturas indígenas como los maoríes en Nueva Zelanda, los pueblos originarios de América Latina y diversas comunidades africanas históricamente han resuelto conflictos a través del diálogo, la reparación y la reintegración, mucho antes de que tales culturas coexistieran con el sistema penal formal. Estas experiencias, aunque diversas en sus formas, comparten una visión común: el delito no es solo una infracción contra el Estado, sino una herida en las relaciones humanas que merece ser atendida desde lo ético y lo comunitario.


    Fue en las décadas de 1970 y 1980 cuando esta filosofía ancestral comenzó a tomar forma dentro del pensamiento jurídico contemporáneo. En tal sentido, es válido resaltar a investigadores como Zehr13 y Braithwaite,14 quienes propusieron una relectura del delito centrada en las personas afectadas, desplazando el foco de la norma violada hacia las necesidades de quienes sufrieron el daño. En lugar de preguntarse “¿qué ley se rompió y qué castigo corresponde?”, la justicia restaurativa plantea interrogantes más profundas: “¿quién fue dañado?”, “¿qué necesita para sanar?”, y “¿quién debe asumir responsabilidad?” Esta perspectiva dio lugar a prácticas como la mediación entre víctima e infractor, los círculos de diálogo y las conferencias restaurativas, que han demostrado ser eficaces tanto en la reparación emocional como en la reducción de la reincidencia.


    El reconocimiento institucional de este enfoque llegó en 2002, cuando el Consejo Económico y Social de las Naciones Unidas aprobó una resolución que establecía principios básicos para la aplicación de programas restaurativos en el ámbito penal. A partir de entonces, organismos como la Oficina de las Naciones Unidas contra la Droga y el Delito15 comenzaron a sistematizar experiencias y ofrecer guías para su implementación.16 En uno de sus manuales, se describe la justicia restaurativa precisamente en el mismo tenor que los estudiosos de la temática han promulgado: como un proceso en el que las personas directamente afectadas por un delito —víctimas, infractores y, cuando es pertinente, miembros de la comunidad— participan activamente en la resolución de sus conflictos, con el acompañamiento de facilitadores capacitados.17


    En las últimas dos décadas, la justicia restaurativa ha dejado de ser una propuesta marginal para convertirse en una alternativa reconocida en múltiples sistemas judiciales. Países como Nueva Zelanda, Canadá, Bélgica, Noruega, Sudáfrica han incorporado prácticas restaurativas en sus legislaciones y políticas públicas, especialmente en el ámbito de la justicia juvenil. En Nueva Zelanda, por ejemplo, los círculos familiares son parte integral del sistema desde 1989, mientras que en Bélgica la mediación penal está regulada legalmente y se aplica en las distintas etapas del proceso judicial, incluyendo la ejecutiva.18


    En América Latina, la justicia restaurativa ha encontrado terreno fértil para adaptarse a contextos comunitarios e interculturales. En Colombia, ha sido clave en el proceso de paz y en la Jurisdicción Especial para la Paz (JEP),19 donde se ha utilizado como herramienta para la verdad, la reparación y la no repetición. En Brasil, su institucionalización oficial se dio en 2005 mediante un acuerdo entre el Ministerio de Justicia y el Programa de las Naciones Unidas para el Desarrollo (PNUD), dando lugar al proyecto BRA/05/009. Este incluyó proyectos piloto en São Caetano do Sul, Porto Alegre y Brasilia, con metodologías distintas: círculos restaurativos en los dos primeros y mediación víctima-ofensor en el último. Estas experiencias reafirman que la justicia restaurativa no es una abstracción o una mera técnica procesal, sino una novedosa forma de entender el conflicto desde la dignidad humana y la reconstrucción del vínculo social.20 Es, además, un movimiento que no se detiene, sino que se desarrolla y expande hacia naciones de los cinco continentes, con resultados palpables.

     

     


  
    ¿Cómo poner en práctica la justicia restaurativa?


    La justicia restaurativa se sustenta en principios que orientan tanto su filosofía como su práctica, promoviendo una cultura de paz basada en la dignidad humana y la corresponsabilidad. Entre estos principios se encuentra la voluntariedad, que establece que la participación en los procesos restaurativos debe ser libre y sin imposiciones; nadie puede ser obligado a dialogar ni a reparar si no lo desea. Otro principio esencial es la reparación del daño, cuyo objetivo principal es sanar las consecuencias de la infracción, lo que puede implicar disculpas, compensaciones, acciones simbólicas o compromisos concretos.


    La participación activa también es clave: las personas involucradas en el conflicto tienen voz y voto, y son reconocidas como protagonistas del proceso, no como simples objetos de intervención. El diálogo y la escucha empática permiten una comunicación abierta y una comprensión mutua entre las partes. Asimismo, se promueve la responsabilidad del infractor, quien debe asumir el impacto de sus actos y comprometerse con la reparación. Finalmente, se reconoce la inclusión comunitaria, entendiendo que la comunidad puede participar como testigo, apoyo o parte afectada, ya que el delito no ocurre en el vacío.21


    Los valores esenciales del proceso restaurativo incluyen la participación voluntaria, el respeto mutuo, el consenso en los acuerdos, el compromiso con la reparación y el fortalecimiento comunitario. Las metas del proceso, por su parte, apuntan a la satisfacción de las víctimas, la responsabilidad del ofensor, la reparación del daño, la reintegración social y la comprensión de la dinámica del conflicto. Estos valores y metas configuran un marco ético que distingue a la justicia restaurativa de otros enfoques.22


    En este marco, los programas restaurativos se fundamentan en un conjunto de premisas éticas y operativas que orientan su diseño y aplicación; constituyendo expresiones concretas de los principios restaurativos que traducen la filosofía en prácticas institucionales y comunitarias. La relación entre ambos es, por tanto, estructural y funcional: la justicia restaurativa proporciona el fundamento teórico, ético y normativo, mientras que los programas restaurativos representan su implementación práctica. Estos programas permiten materializar los valores restaurativos en procedimientos específicos adaptados a distintos contextos. Constituyen el vehículo mediante el cual la justicia restaurativa se vuelve operativa y accesible para las personas.


    Los programas restaurativos se distinguen por su flexibilidad, su enfoque en las necesidades de las víctimas y su capacidad de adaptación a contextos diversos. Entre sus características más relevantes se encuentran la respuesta individualizada al delito y sus circunstancias, la promoción de la dignidad, la equidad y la armonía social, y su viabilidad como alternativa al sistema penal formal. Esta versatilidad permite que la justicia restaurativa se aplique tanto en contextos judiciales como extrajudiciales, y que se integre con prácticas tradicionales y comunitarias.


    Existen diversos tipos de programas restaurativos, cada uno con objetivos y niveles de participación distintos. Entre ellos se encuentran la mediación víctima-infractor, las conferencias de grupos comunitarios y familiares, y las sentencias en círculo.23 Cada uno de estos modelos responde a necesidades específicas y puede aplicarse en distintos momentos del proceso judicial. A continuación, se explicará en qué consiste cada uno, dada su relevancia en la implementación práctica de la justicia restaurativa.


    Los programas de mediación entre víctima e infractor, también conocidos como programas de reconciliación, constituyen una de las primeras expresiones prácticas de la justicia restaurativa. Su finalidad es doble: por un lado, atender las necesidades emocionales, informativas y reparadoras de las personas afectadas por el delito; por otro, fomentar la responsabilidad activa del infractor respecto a sus acciones. Estos programas pueden ser gestionados por instituciones gubernamentales o por organizaciones sin fines de lucro. Suelen aplicarse por regla general en casos de delitos leves, no obstante, en ciertos contextos también se aplican a delitos graves bajo determinadas condiciones y garantías. Durante la mediación, se brinda a la víctima la oportunidad de expresar el impacto del delito, recibir información relevante y solicitar aclaraciones. El mediador orienta el diálogo hacia acuerdos restaurativos que respondan a las necesidades de ambas partes.


    Las conferencias de grupos comunitarios y familiares constituyen una modalidad ampliada de justicia restaurativa que, bajo la guía de un facilitador (como término genérico) o mediador (como modalidad específica), involucra no solo a la víctima y al infractor, sino también a sus redes de apoyo —familiares, amistades, etc.— en un proceso estructurado orientado a la reparación del daño, la prevención de futuras conductas delictivas y la construcción de acuerdos restaurativos.


    La sentencia en círculos constituye una práctica destacada de justicia restaurativa con enfoque participativo, al permitir la intervención directa de la comunidad en la resolución de conflictos derivados de hechos delictivos o de desorden social. Este modelo involucra a una mayor cantidad de personas, incluidos representantes comunitarios y judiciales, cuyo objetivo común es promover respuestas constructivas y colaborativas ante situaciones conflictivas. Su principio rector es que el proceso participativo tiene mayor valor que la sentencia misma, y que el consenso y la sanación colectiva son esenciales. Además, el círculo mantiene un rol activo en el acompañamiento posterior del infractor, lo que refuerza su compromiso con la transformación ética y comunitaria de la justicia penal.


    Los procesos restaurativos involucran a varios actores clave. La víctima, quien ha sufrido el daño, tiene una voz central en el proceso y es reconocida como sujeto activo. El infractor, quien ha causado el daño, es invitado a asumir responsabilidad, reflexionar sobre sus actos y participar en la reparación. El facilitador es un profesional capacitado que guía el proceso, garantiza la seguridad emocional y promueve el diálogo. Puede ser formalmente un mediador, pero también cualquier persona con conocimientos, habilidades, herramientas y actitud positiva hacia las formas alternativas de solución de conflictos. La comunidad, que puede incluir familiares, vecinos, docentes y líderes sociales, acompaña y contribuye a la restauración.


    Los casos que se someten a los programas de justicia restaurativa pueden ser derivados por autoridades judiciales, por instituciones educativas o programas sociales, entre otros, y el proceso se desarrolla en cuatro etapas: evaluación de la pertinencia del caso, preparación de las partes, búsqueda de acuerdos consensuados y seguimiento del cumplimiento.


    No obstante, se reconoce que en no todos los casos los procesos restaurativos tienen la capacidad de restablecer a la víctima o perjudicado la totalidad o parte lo dañado, reintegrar al infractor y evadir la acción del aparato judicial, especialmente cuando se trata de delitos graves, reincidencia o riesgos para la seguridad de las partes involucradas. Pero esto no descarta de plano la aplicación de algún tipo de proceso restaurativo. Para tales situaciones se han adoptado variantes diversas, por ejemplo, la posibilidad de que ambos procedimientos —penal y restaurativo— puedan transcurrir en paralelo, o en cualquier etapa del proceso (incluso durante la ejecución de la sanción), partiendo del presupuesto de que los resultados del proceso restaurativo no inciden en la calificación jurídica ni en la sanción formal, pero sí puede tener efectos prácticos como medidas complementarias o atenuantes en algunos sistemas.


    Entre estas medidas se incluyen la remisión parcial al sistema judicial formal, que permite derivar el caso a tribunales cuando el proceso restaurativo no logra acuerdos o existe riesgo de revictimización. Asimismo, se contempla la supervisión judicial o comunitaria del cumplimiento de los acuerdos, mediante el seguimiento por parte de trabajadores sociales, comités de actores comunitarios o jueces de ejecución.


    En los delitos de mayor gravedad, especialmente aquellos que implican violencia, se prevé, en paralelo al proceso restaurativo, la adopción de medidas de protección para la víctima, tales como órdenes de alejamiento, protección policial o acompañamiento psicológico. También se recomienda la derivación del infractor a programas de rehabilitación o tratamiento —por ejemplo, en casos de adicciones, salud mental o violencia familiar— como parte del acuerdo restaurativo, con el objetivo de prevenir la reincidencia y facilitar su reintegración. Finalmente, se sugiere la participación de múltiples actores institucionales para la implementación de un plan restaurativo integral, promoviendo la articulación entre el sistema judicial, los servicios sociales, el sector de la salud, el ámbito educativo y las organizaciones comunitarias.24


    De lo abordado hasta aquí, el principal escollo epistemológico que se debe vencer es el relativo a que para muchos la justicia restaurativa solo cabe allí donde se puede restaurar íntegramente el daño provocado, y que la aplicación de prácticas restaurativas implicaría siempre la evasión de responsabilidades por parte del infractor. Nada más alejado de la realidad, y a lo largo de este libro se explicará detalladamente cómo esto se trata de un estereotipo, pues sí existen aspectos posibles a restaurar en casos incluso de delitos graves, y el hecho de apostar por prácticas restaurativas al margen o en paralelo al proceso judicial no librará al infractor de asumir en todos los casos sus responsabilidades legales.


    Otro aspecto de capital importancia para la comprensión de los operadores jurídicos es que los escenarios de aplicación de la justicia restaurativa son diversos. No solo basta con ponerla en práctica dentro del sistema penal, también aplica para conflictos de otras ramas jurídicas. Inclusive, tal como ya se explicitó, existe un campo de implementación mucho más amplio que se sale de los entornos judiciales y abarca otros entornos sociales, donde puede resultar muy efectiva.

     

     


  
    Mediación penal y justicia restaurativa: convergencias y potencial transformador


    Aunque la mediación y la justicia restaurativa comparten principios, su confusión terminológica ha generado interpretaciones erróneas que tienden a equipararlas o a utilizar sus nombres de forma intercambiable. Sin embargo, es fundamental reconocer que no son equivalentes. La justicia restaurativa constituye un enfoque más amplio, con una base ética, filosófica y transformadora que busca reparar el daño, reconstruir relaciones y fortalecer el tejido social. En cambio, la mediación se limita a facilitar un acuerdo entre las partes involucradas en un conflicto, constituyendo una herramienta dentro de un proceso restaurativo. Reducir la justicia restaurativa a una simple técnica de resolución de disputas implica desconocer su potencial para transformar la manera en que concebimos la justicia, el daño y la reparación en contextos sociales y jurídicos diversos.


    La mediación puede ser empleada como método alternativo para la gestión y solución armónica de los conflictos. Se desarrolla a través de un procedimiento extrajudicial, en el que profesionales habilitados para ello, sin poder de decisión, facilitan la comunicación y contribuyen a que las personas negocien de forma colaborativa y alcancen acuerdos. Se puede comprender como un proceso que permite a las personas implicadas en un conflicto, si consienten voluntariamente, participar de manera activa y en plena confidencialidad en la resolución de las dificultades derivadas del mismo, con la ayuda de una tercera persona neutral y conforme a una metodología determinada. El objetivo de la mediación es facilitar la comunicación y ayudar a las partes a alcanzar por sí mismas un acuerdo orientado a la pacificación y la restauración.


    La mediación es un proceso de comunicación mediante el cual el infractor y la víctima negocian un acuerdo a través de un encuentro directo o indirecto. Puede funcionar como una vía restaurativa, pero su implementación debe ser cuidadosa y profesional, evitando presiones indebidas o revictimización. La tabla I.1 resume las diferencias clave entre justicia restaurativa y mediación.


     


    Tabla I.1. Diferencias clave entre justicia restaurativa y mediación


    
      
        
        
        
      

      
        
          	
            Aspecto

          

          	
            Justicia restaurativa

          

          	
            Mediación víctima-infractor

          
        


        
          	
            Enfoque

          

          	
            Reparación del daño, transformación relacional

          

          	
            Resolución del conflicto puntual

          
        


        
          	
            Participación

          

          	
            Víctima, ofensor, comunidad, facilitador, instituciones

          

          	
            Víctima, ofensor, facilitador

          
        


        
          	
            Objetivo

          

          	
            Sanación, reconciliación, reintegración

          

          	
            Acuerdo sobre compensación o disculpa

          
        


        
          	
            Contexto

          

          	
            Puede incluir delitos graves, violencia estructural

          

          	
            Generalmente delitos leves o moderados

          
        


        
          	
            Proceso

          

          	
            Círculos, conferencias, mediación

          

          	
            Reunión directa o indirecta entre víctima y ofensor

          
        


        
          	
            Dimensión ética

          

          	
            Reconocimiento del daño, justicia relacional

          

          	
            Negociación de intereses

          
        


        
          	
            Riesgos

          

          	
            Re-victimización, cooptación institucional

          

          	
            Desbalance de poder, instrumentalización

          
        

      
    


    

    Fuente: elaboración propia.


     


    Ambas prácticas coinciden en la búsqueda de reparación, la promoción del diálogo y la participación activa, pero difieren en su alcance, metodología y profundidad ética. Como advierte la UNODC: “la mediación es una técnica; la justicia restaurativa es una filosofía que puede incluir mediación, pero también círculos, conferencias y prácticas comunitarias”.25 Para Cuba, comprender esta distinción es clave. La mediación penal puede ser una herramienta valiosa dentro de un sistema restaurativo, pero su eficacia dependerá de cómo se articule con una visión más amplia de justicia relacional, comunitaria y transformadora.

     

     


  
    La víctima como parte activa del proceso


    En consonancia con lo expuesto anteriormente, la justicia restaurativa no busca castigar al infractor, sino crear en él la responsabilidad por sus actos y en lo fundamental la sanación de la víctima, convirtiéndola en el centro del proceso. Este enfoque reconoce que las víctimas no solo necesitan justicia formal, sino también espacios seguros para expresar sus sentimientos, narrar su experiencia y participar activamente en la toma de decisiones sobre cómo reparar el daño sufrido. La justicia restaurativa ofrece hoy una alternativa ética que promueve la dignidad, la participación y el reconocimiento emocional; a diferencia de las tendencias del sistema penal tradicional de décadas anteriores caracterizado por relegar a la víctima a un rol secundario y técnico.


    La equidad procesal, entendida como la percepción de justicia en el desarrollo del proceso más allá del resultado final, es un componente esencial en este modelo. Las víctimas valoran profundamente poder ser escuchadas con respeto, participar sin presiones indebidas y confiar en la neutralidad del facilitador o mediador.26 Cuando estas condiciones se cumplen, el proceso restaurativo puede generar efectos terapéuticos significativos: reducción del estrés postraumático, reafirmación del valor personal, mayor satisfacción con el proceso y un sentido de cierre emocional. El reconocimiento emocional —que implica validar el dolor, la ira, el miedo o la tristeza vivida— es clave para iniciar el proceso de sanación. Esto ocurre cuando el infractor expresa arrepentimiento genuino, cuando la víctima puede narrar su experiencia sin interrupciones ni juicios, y cuando los facilitadores y participantes
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